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RESUMEN 

 El presente trabajo investigativo permite determinar el rol que cumple la 

imputación objetiva dentro de los delitos de tránsito con muerte culposa, este delito se 

encuentra estipulado y sancionado en el Código Orgánico Integral Penal. Para ello se ha 

determinado directrices a seguir para plasmar un trabajo idóneo que aporta 

conocimientos y enseñanzas en la actuación del órgano judicial ante el conocimiento de 

los delitos y su actuar dentro de la aplicación del procedimiento penal. 

Los parámetros más importantes tomados en consideración en el estudio de caso 

son la elaboración del tema que permite establecer concretamente en el análisis del caso, 

posteriormente se elaboran objetivos los cuales permiten establecer la aplicación de la 

imputación objetiva. El caso a ser investigado es transcrito y contextualizado para 

determinar de forma clara el fenómeno jurídico investigativo con el desarrollo del 

marco teórico permite definir doctrinariamente y jurídicamente todo aquello que está 

relacionado con la imputación objetiva. En esta investigación surgen múltiples 

interrogantes a las cuales se les da respuesta coherentes y acertadas. También se plasma 

los resultados de la investigación y a su vez se interpretan los resultados producidos 

para finalmente dar conclusiones sobre el delito de tránsito con muerte culposa y la 

imputación objetiva dentro de la causa. 

Se diseñó el estudio de caso en diferentes capítulos que cada uno de ellos tienen 

su propia finalidad y ayudan a estructurar una adecuada investigación. Al tratarse de un 

tema controversial ya que de por medio en el cometimiento del delito de tránsito se 

produjo la muerte de una persona es preciso mencionar que se ha tomado en 

consideración todas aquellas circunstancias en las que se produjo tan terrible delito y 

por ello a lo largo del trabajo investigativo se ha puesto interés en el proceso No. 02335-

2017-00074, el cual contiene todo las actuaciones realizadas por parte del fiscal que 

asumió la investigación del hecho así mismo la defensa que tuvo la víctima de esta 

causa y el procesado pasando por un proceso penal para pasar finalmente a que el 

juzgador dicte una sentencia condenatoria para el procesado en la causa antes 

mencionada. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS  

Acto ilícito. -  Es la conducta que va en contra del derecho contrario a la 

legalidad y que se identifica como delito. 

Administración de justicia. - Es toda aquella actuación realizada por parte de 

los jueces en base a la misión constitucional empleando los recursos necesarios para el 

cumplimiento de la justicia dentro de los procedimientos. 

Causalidad. - Relación entre la cusa y la producción de un resultado, estudia el 

origen de una conducta penalmente relevante, es decir como este inicio para encuadrarle 

en una sanción.  

Debido proceso. - conjunto de reglas aplicables dentro de causas judiciales que 

asusten a las partes intervinientes ante los órganos administrativos o judiciales. 

Cuestiones básicas en las que se debe regir una resolución judicial, elementos que debe 

contener cada sentencia 

Delitos de tránsito. -  Acciones u omisiones producidas en las vías públicas sea 

por los conductores o peatones, estos hechos causan daños materiales y en ocasiones 

producen la muerte de quien sufre estos hechos.  

Garante. - Persona que tiene el deber de actuar de acorde a la ley e impedir 

circunstancias que vulneren los derechos personales.  

Imputación Objetiva. - Es el señalamiento que se realiza a una persona que 

realiza actos ilegales, es la atribución directa del delito en quien lo cometió.   

Muerte culposa. - Es aquella que se produce por infringir el deber objetivo de 

cuidado que se produce por acciones peligrosas e ilegítimas. 

Omisión dolosa. - Conducta de una persona que a pesar que encontrarse en 

posición de evitar que se produzca un hecho dañoso no lo hace.  

Pena. - Es la sanción impuesta por haber sido culpable de un delito cuya 

finalidad es la restricción de derechos para el culpable. 

Responsabilidad penal. - Es una consecuencia jurídica que surge como 

consecuencia de un hecho contrario a la ley penal. 
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Sentencia. - Es el pronunciamiento de una resolución a la cual llega el jugador y 

con la misma se termina el proceso. 

Sistema procesal penal. - Se refiere a la aplicación de los principios de 

contradicción, inmediación, publicidad, transparencia implementación de la oralidad 

dentro de los asuntos penales. 

Subjetividad. - Apreciación racional con la cual se puede identificar y hacer 

apreciaciones de las circunstancias en las que concurrió el delito, la subjetividad es 

aquel punto de vista que realiza el ser humano de un hecho en particular   

Teoría del caso. - Es considerada como una metodología utilizada por parte del 

fiscal o las defensas técnicas como una estrategia que será sustentada ante el juez. 
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INTRODUCCIÓN 

La ley reguladora y sancionadora de los delitos penales en el Estado ecuatoriano 

es el Código Orgánico Integral Penal, con la vigencia de esta norma en la legislación 

ecuatoriana los procesos penales tuvieron una serie de cambios en el juzgamiento de los 

delitos. El presente estudio de caso se base en la imputación objetiva en el delito de 

tránsito con muerte culposa establecida en el artículo 377 inciso segundo del Código 

antes mencionado, en el sentido de que al momento de dictar una sentencia condenatoria 

a quien ocasiona la muerte no fue castigada por la ley penal correctamente, dejando así 

una vulneración de derechos a quienes sufrieron la pérdida de una persona. 

En el presente estudio de caso se realiza una investigación teórico dogmático del 

juicio No. 02335-2017-00074, que fue conocido por parte del juzgador de la Unidad 

Judicial Multicompetente con Sede en el Cantón Chillanes. Concretamente se determina 

a través de los tratadistas que la imputación objetiva en el derecho penal es considerada 

para poder determinar e imputar o responsabilizar a una persona por el cometimiento de 

un delito este debe necesariamente crear un riesgo ilegal no permitido por la ley.  

Además, el estudio de la imputación objetiva en el delito de tránsito con muerte 

culposa toma en cuenta el derecho al debido proceso en el ámbito judicial ya que a más 

de ser un derecho es una garantía del procedimiento penal, por esta razón es de vital 

importancia y de aplicación en los delitos de tránsito, al igual que en los demás delitos, 

el caso analizado se concentra en la determinación de la importancia de la imputación 

objetiva dentro de los delitos penales. También la imputación objetiva es considerada 

para atribuir la responsabilidad de un resultado producida por una acción que está 

jurídicamente prohibida por la ley, esta conducta producida debe tener un nexo causal 

que sirva para imputar directamente al culpable. 
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CAPÍTULO I  

PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO  

1.1 PRESENTACIÓN DEL CASO  

El juicio No. 02335-2017-00074 ha sido sometido a un estricto análisis ya que se 

trata de un delito de tránsito con muerte culposa, producto de este accidente de tránsito 

trajo como resultado la muerte de una persona. Los accidentes de tránsito 

lamentablemente son muy comunes en las vías de nuestro país y se ha considerado 

como algo habitual ya sea producido por parte del peatón imprudente o del conductor 

que infringe las leyes de tránsito. 

El delito de tránsito con muerte culposa se encuentra determinado en el Código 

Orgánico Integral Penal específicamente en el artículo 377, en este artículo se establece 

diversos numerales en los cuales se les aplicará una pena de tres a cinco años cuando 

incurran en cualquiera de esos numerales, por lo que dentro de este juicio se debía haber 

aplicado el máximo de la pena que es de cinco años aplicable a quien provocó la 

muerte, se realizó una serie de actos contrarios a la legalidad y además las mismas 

autoridades no tomaron en consideración todos los hechos suscitados luego de que se 

produjo el accidente. El juicio penal se tramitó conforme las reglas del Procedimiento 

Ordinario establecido en el Código Orgánico Integral Penal. 

El tema que se ha planteado dentro de este juicio es la imputación objetiva de la 

pena específicamente en la sentencia condenatoria que fue determinada por parte del 

juez de la Unidad Judicial Multicompetente con Sede en el Cantón Chillanes ya que la 

imputación objetiva va más allá de la simple adecuación penal sino más bien se encarga 

de determinar todos aquellos elementos que permitan atribuir la imputación del 

cometimiento de un delito y la aplicabilidad de la pena idónea por parte del juzgador 

tomando en consideración los elementos y pruebas aportadas en el proceso que sea 

completamente fehacientes y que demuestren un nexo causal. 
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1.2 OBJETIVOS DEL ANÁLISIS DEL CASO  

OBJETIVO GENERAL  

Realizar un estudio sobre la teoría de la imputación objetiva en la causa No. 

02335-2017-00074 por el delito de transito con muerte culposa a través de una 

investigación jurídico-doctrinal.  

OBJETIVOS ESPECÍFICOS  

 Explicar la naturaleza jurídica de la imputación objetiva en los 

delitos de tránsito.  

 Determinar teóricamente la aplicación de la imputación en los 

delitos de transito con muerte.     

 Fundamentar jurídicamente el derecho al debido proceso en 

relación a los delitos de tránsito. 
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CAPITULO II 

CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

Desde la Constitución de la República del Ecuador se garantiza varios derechos 

que nos asisten a los ciudadanos cuando de alguna forma estamos inmersos en algún 

litigio judicial es por ello que en su artículo Art. 75. Establece que “Toda persona tiene 

derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus 

derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún 

caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será 

sancionado por la ley”.  de este modo se garantiza que todas las personas podrán hacer 

valer su reclamación en el órgano judicial para que este sea resuelto en derecho sin 

afectar los derechos de las personas intervinientes en un juicio penal.  

Con la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal, se cambia el 

paradigma dogmático en materia penal en el Ecuador, en estricta referencia a la 

aceptación de la imputación objetiva, en materia penal, la función que cumple el 

Derecho penal dentro de la sociedad fundamenta o informa a las categorías del delito de 

cómo deben ser estructuradas, esto sucede en el COIP, por lo cual la teoría del delito se 

sustenta de la escuela funcionalista en lo referente al injusto. Sobre la imputación 

objetiva en concreto, su positivización va encaminada dentro de la acción (art. 22 

COIP), tipicidad (art. 25 COIP), antijuridicidad (art. 29 COIP), y en la exigencia de una 

posición de garante en la omisión dolosa (art. 28 COIP) que la doctrina sólo exigía para 

la comisión por omisión (omisión impropia).  

La imputación objetiva es aquella que delimita la responsabilidad penal por un 

resultado cometido en el tipo objetivo. Para determinar la imputación objetiva existe 

una fórmula básica que utiliza la imputación objetiva es la siguiente: Un resultado es 

objetivamente imputable, cuando el autor ha creado un riesgo no permitido, el cual se 

realiza en el resultado típico en su configuración concreta y se encuentra dentro del 

ámbito de protección de la norma. La imputación objetiva, tiene la tarea de determinar 

los presupuestos de la acción típica, he ahí que se la sitúe dentro de la tipicidad. Pero, en 

la determinación de esos presupuestos normativos existen divergencias. 
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2.1 Antecedentes del caso  

Los hechos fácticos son determinantes dentro de este caso, el señor Mentor 

Miguel Egas Velasco conducía un vehículo institucional con una alta velocidad en un 

lugar con afluencia de personas, el señor antes mencionado procede a realizar un 

adelantamiento con su vehículo que conducía a alta velocidad en un lugar no permitido, 

a cuatro metros y medio de distancia la señora Neyda Morelia Cevallos Medina, estaba 

cruzando la calzada, y  este no detuvo la marcha de su vehículo para dar preferencia al 

peatón que estaba cruzando la calles, se omitió las señaléticas de transito de las dos 

líneas continuas en el centro de la vía o carretera establece que es la división de los 

carriles en circulación. Es prohibido rebasar en sentido contrario, en este caso el 

conductor infringió el deber objetivo de cuidado, es decir adelantó su vehículo en un 

lugar no permitido, infringiendo lo que establece la reglamentación de Transito 

Transporte Terrestre y Seguridad Vial. Varios testigos que se encontraban en el lugar 

coinciden que Mentor Miguel Egas Velasco cometió un grave delito ya que señora 

Neyda Morelia Cevallos Medina producto de aquel fatídico accidente perdió la vida.  

La Fiscalía Multicompetente del Cantón Chillanes llegó a conocer mediante 

parte policial que se suscitó un accidente de tránsito dentro del cual se ha dado a 

conocer de una presunta persona lesionada por aquel accidente de tránsito, hecho 

ocurrido el día 28 de agosto del 2017 aproximadamente a las 14H30 más o menos en el 

sector denominado del Quince de Tiquibuzo, perteneciente al cantón Chillanes de la 

Provincia Bolívar, este lamentable accidente habría ocurrido en la vía Chillanes- Santa 

Rosa en el que habría participado el vehículo de placas BEA- 247 vehículo de propiedad 

del Centro de Salud de esta jurisdicción del Hospital Básico de esta Ciudad de 

Chillanes, conducido por el señor Mentor Miguel Egas Velasco resultando inicialmente 

como lesionada la señora Neyda Morelia Cevallos Medina, que con el pasar de los días 

habría fallecido. 

INICIO DEL PROCESO 

Esta denuncia fue presentada por la señora Delia Cenaida Chávez Llinquin, 

abuela de la fallecida, quien llega a conocer de este lamentable hecho por parte del 

señor Fredy Stalin Pucha Lema, quien  había comunicado que un vehículo color blanco 

con logotipo perteneciente al Ministerio de salud del Cantón Chillanes, a su nieta le 

había arrollado y que el conductor el señor Mentor Miguel Egas Velasco, se había 
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bajado del vehículo para ayudarla y trasladarla al mismo automotor hasta el Hospital 

Eduardo Montenegro del cantón Chillanes, en esta institución de salud  se le habría 

brindado la debida atención médica y se le había trasladado hasta la ciudad de 

Guaranda, al Hospital General Alfredo Noboa  Montenegro, en vista de que su estado de 

salud ha sido crítico, posteriormente se le traslada a un hospital en la ciudad de 

Guayaquil en donde la víctima de este accidente de tránsito por causa de las lesiones 

sufridas falleció. 

Así se determina que en el sector Quince de Tiquibuzo en la vía Chillanes Santa 

Rosa, el vehículo que produjo el accidente fue el vehículo de propiedad del Centro de 

Salud, es decir que quien conducía el vehículo era un funcionario del Centro de Salud 

quien después de haber llevado a la persona lesionada al Hospital de Chillanes decide 

abandonar el vehículo en los patios del Centro de Salud y huye, pero de manera 

inmediata se identificó al culpable. 

INICIO DE LA INVESTIGACIÓN PREVIA 

En base a los hechos suscitados se pone en conocimiento del señor fiscal, de la 

Fiscalía del Cantón Chillanes con fecha 30 de agosto de 2017 a las 11h24, por 

considerar necesario y de conformidad con lo previsto en el Art. 195 de la Constitución 

de la República, que determina “La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la 

investigación pre-procesal y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción 

pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con 

especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito 

acusará a los presuntos infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación 

en la sustanciación del juicio penal. Para cumplir sus funciones, la Fiscalía organizará 

y dirigirá un sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y 

ciencias forenses, que incluirá un personal de investigación civil y policial; dirigirá el 

sistema de protección y asistencia a víctimas, testigos y participantes en el proceso 

penal; y, cumplirá con las demás atribuciones establecidas en la ley” (Código Orgánica 

Integral Penal , 2020), así como de los Arts. 410 Artículo del  COIP que determina que 

“El ejercicio de la acción penal es público y privado. El ejercicio público de la acción 

corresponde a la Fiscalía, sin necesidad de denuncia previa. El ejercicio privado de la 

acción penal corresponde únicamente a la víctima, mediante querella”. En base a esta 

normativa se abre la respectiva investigación previa por parte de fiscalía. 
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Así mismo el artículo 442 del Código Orgánico Integral Penal determina “La 

Fiscalía dirige la investigación pre-procesal y procesal penal e interviene hasta la 

finalización del proceso. La víctima deberá ser instruida por parte de la o el fiscal sobre 

sus derechos y en especial, sobre su intervención en la causa”; artículo 580 del Código 

Orgánico Integral Penal que estipula “En la fase de investigación previa se reunirán los 

elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o al fiscal decidir si 

formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitará al investigado preparar su 

defensa. Las diligencias investigativas practicadas por la o el fiscal, con la cooperación 

del personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y 

ciencias forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por finalidad 

determinar si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la 

perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la existencia del daño 

causado, o a su vez, desestimar estos aspectos” (Código Orgánica Integral Penal , 

2020). Y en concordancia del numeral 3 Art. 282 del Código Orgánico de la Función 

Judicial de las funciones de la Fiscalía General del Estado, determina  “Garantizar la 

intervención de la defensa de los imputados o procesados, en las indagaciones previas 

y las investigaciones procesales por delitos de acción pública, quienes deberán ser 

citados y notificados para los efectos de intervenir en las diligencias probatorias y 

aportar pruebas de descargo, cualquier actuación que viole esta disposición carecerán 

de eficacia probatoria” resuelven el señor fiscal dar inicio a la investigación previa por 

el presunto delito de lesiones causadas por accidente de tránsito . En consecuencia, 

realiza varios impulsos fiscales en la fase procesal de investigación. 

AUDIENCIA DE FORMULACIÓN DE CARGOS 

Se realiza la audiencia de formulación de cargos en la cual actúan los sujetos 

procesales y el juzgador procede a dar su pronunciamiento, escuchadas a las partes con 

las versiones de los testigos y la acta de identificación del cadáver, se cuenta con 

informe técnico y daños materiales, informe técnico del lugar del accidente, hechos que 

han llevado al titular de investigación señor fiscal la presunta responsabilidad del 

sospechoso, ha resuelto dar inicio a la instrucción fiscal circunstancia que es facultativa 

de fiscalía, el señor Mentor Egas Velasco con cedula de ciudanía No.  20108142-9, 48 

años, chofer profesional empleado público con domicilio en el centro urbano de esta 

cantón, por su presunta participación en el delito tipificado en el art. 377 “ Muerte 

culposa.- La persona que ocasione un accidente de tránsito del que resulte la muerte de 
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una o más personas por infringir un deber objetivo de cuidado, será sancionada con 

pena privativa de libertad de uno a tres años, suspensión de la licencia de conducir por 

seis meses una vez cumplida la pena privativa de libertad.” NUM. 5 “Inobservancia de 

leyes, reglamentos, regulaciones técnicas u órdenes legítimas de las autoridades o 

agentes de tránsito “INCISO 2, “En caso de que el vehículo con el cual se ocasionó el 

accidente preste un servicio público de transporte, será solidariamente responsable de 

los daños civiles la operadora de transporte y la o el propietario del vehículo, sin 

perjuicio de las acciones administrativas que sean ejecutadas por parte del organismo de 

transporte competente, respecto de la operadora”  

Se inicia con la instrucción fiscal, con una duración de 45 días. Se interponen las 

medidas cautelares determinadas en el artículo 522 del COIP “La o el juzgador podrá 

imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de 

la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad: 1. 

Prohibición de ausentarse del país. 2. Obligación de presentarse periódicamente ante la 

o el juzgador que conoce el proceso o ante la autoridad o institución que designe” 

AUDIENCIA EVALUATORIA Y PREPARATORIA DE JUICIO  

De los elementos de convicción recogidos por la Fiscalía, se considera que 

existen presunciones graves y fundadas sobre la existencia del delito descrito 

anteriormente. Que la confrontación de las pruebas tanto de cargo como de descargo, 

que deben ser razonadas en la medida que permite al juzgador obtener el grado de 

certeza indispensable para resolver y cumplir con el fin del proceso penal, que es 

encontrar la verdad histórica de los hechos tanto que en documentos indubitables y las 

versiones ofrecidas ante el  juez como impulso procesal de Fiscalía a quien corresponde 

la investigación pre procesal y procesal penal como se determina en el Art. 194 de la 

Constitución de la República, de conformidad al Art. 608 del COIP, se dicta AUTO DE 

LLAMAMIENTO A JUICIO en contra de EGAS VELASCO MENTOR MIGUEL, se 

ratifican las medidas cautelares impuestas con anterioridad, esto es la medida sustitutiva 

a la prisión preventiva de presentarse de forma periódica ante la Fiscalía de este Cantón 

Chillanes. Se ha realizado el anuncio de pruebas realizado por las partes procesales, no 

existe exclusión de prueba. 
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AUDIENCIA DE JUICIO 

La audiencia de juicio se lleva a cabo el día 19 de abril del 2018, a las 14H30, el 

juzgador en presencia de los sujetos procesales y luego de la actuación de las pruebas 

dentro de la audiencia de juzgamiento determina que  existe la materialidad  En la 

presente diligencia consta 1).-  Informe médico realizado Dr. Humberto Barreto médico 

perito que elaboró el protocolo de autopsia médico legal en la persona de la fallecida 

NEYDA MORELIA CEVALLOS MEDINA, y quien dentro de su trabajo documental 

señala:  CAUSA DE MUERTE.- 1.- Hematoma Subdural. 2.- Edema Pulmonar. 3.- 

Hemorragia subaracnoidea, el Acta de Levantamiento del Cadáver de la occisa 

enunciada, y Formulario de defunción, el Informe del Reconocimiento Médico Legal 

suscrito por el Dr. Marco Garcés Andrade Médico legista y quien dentro del trabajo 

documental señala: que  Cevallos Medina Neyda Morelia, de 22 años de edad, sexo 

femenino, quien sufrió accidente de tránsito, siendo trasladada al Hospital de Chillanes, 

posteriormente al Hospital de Guaranda, y luego fue transferida a la Clínica 

“Panamericana” de la ciudad de Guayaquil. Actualmente se encuentra aislada en la 

Unidad de Cuidados Intensivos del Hospital Teodoro Maldonado Carbo IESS 

Guayaquil, donde fue ingresada con diagnóstico de traumatismo cráneo encefálico 

grave, con mal pronóstico ausencia total de reflejos Glasgow Tomografía Computada de 

Cerebro, revela que la paciente presenta Zonas de infarto y Hemorragia subaracnoidea 

Postraumática en fosa posterior, imágenes de infarto temporales y frontales, signos de 

edema cerebral severo como borramiento de circunvoluciones cerebrales. Según 

DOPPLER se revela ausencia total de flujo sanguíneo al cerebro como conclusión final, 

paciente con daño cerebral irreversible muerte cerebral. 

SENTENCIA 

Dicta sentencia condenatoria en contra del señor Egas Velasco Mentor Miguel 

portador de la cédula de identidad No. 0201081429, mayor de edad, domiciliado en el 

cantón Chillanes Provincia de Bolívar en el grado de autor por delito de muerte culposa 

tipificada en el art. 377 inciso segundo numeral 5, consecuentemente se sanciona con 

pena privativa de libertad de 3 años 5 meses que lo cumplirá en el Centro de 

Rehabilitación Social de Guaranda, ordenándose se gire la boleta de encarcelamiento. 

Por concepto de reparación integral se considera el monto establecido, referente a la 

multa art. 70 COIP de diez salarios básicos unificados del trabajador en general. 
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 2.2 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA  

2.2.1 Imputación objetiva  

La imputación objetiva es aquel postulado con el cual se puede identificar la 

verdadera culpabilidad del imputado en un hecho en particular, todos los elementos 

deben ser considerados para que al supuesto acusado se le pueda atribuir una sanción o 

pena, la aplicación de la imputación en el proceso penal garantiza un verdadero proceso 

penal. Esta concepción contribuye a efectuar una buena administración de justicia, es 

decir que las sanciones que se lleven a efectuarse en un caso no serán establecidas en 

meras presunciones, si no en pruebas reales con relación directa de los hechos.  

No existe una definición muy clara de que es realmente la imputación objetiva, 

esta concepción es más asimilada para los estudiosos del derecho penal. Para 

comprender la imputación objetiva es preciso tener al alcance varios conceptos.   

Según Wilmer Alcocer menciona que: 

“Podemos inferir que la Teoría de la Imputación Objetiva nos proporciona un 

conjunto de criterios, axiomas o filtros que se emplean con la finalidad de 

determinar si una conducta es susceptible de ser considerada típicamente 

objetiva o no…” (Alcocer, 2011, pág. 9)  

Esta afirmación es muy concreta debido a que lo único que pretende esta 

imputación objetiva es que la conducta sea estudiada a fondo, es decir si la misma fue 

cometida con la intención de causar daño o a la vez esta fue causada por no haber 

impedido que se produzca un hecho. Los administradores de justicia deben estudiar 

cada uno de los elementos de la conducta humana, pues también es el fin del mismo 

derecho penal estudiar la conducta con todos sus elementos transcendentales.  

Para Castro la Imputación objetiva se define como:  

“Para que sea imputable un resultado es necesario que exista una conducta 

alternativa conforme a derecho en virtud de la cual, si se hubiese optado por esta 

no existiría relevancia típica fáctica. Si bien es cierto que nadie está obligado a 

lo imposible lo que se tiene que analizar es la creación de un riesgo antijurídico 

o el aumento injustificado del riesgo permitido a tal punto de llevarlo a que mute 

su naturaleza jurídica. Finalmente se debe concretar el resultado en el tipo penal” 

(Castro, 2016) 
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Arburola afirma que:  

“Un resultado causado por el agente sólo se puede imputar al tipo objetivo si la 

conducta del autor ha creado un peligro para el bien jurídico no cubierto por un 

riesgo permitido y ese peligro también se ha realizado en el resultado concreto” 

(Arburola, 2010 ) 

Según la tratadista Elena Larrauri define: 

“Imputación objetiva o bien es un elemento constitutivo del tipo imprudente. En 

efecto, solo si se ha lesionado la norma de cuidado puede afirmarse que se ha 

sobrepasado el riesgo permitido; por consiguiente, renacen las consideraciones 

anteriores respecto del papel que juega la imputación objetiva” (Larrauri, 1989, 

pág. 433) 

Con la imputación objetiva se puede determinar si una conducta fue imprudente 

o a su vez tenía la intención de producir un resultado dañoso, que pudiese considerarse 

como un delito de ser reprimido por el sistema penal.  Según la conducta realizada se 

podrá establecer cuál es el tipo penal a imponerse, la conducta cometida debe ser 

encuadra en la descripción del tipo penal tomando en consideración cada uno de los 

elementos que poseen.   

Características de la imputación objetiva  

Entre las características más sobresalientes tenemos las siguientes:  

Creación del riesgo 

Esta característica de la imputación objetiva determina si la conducta cometida 

por un diverso agente fue realizada con la intención de crear un daño, en otros términos, 

se determinará si el hecho fraudulento fue creado a propósito, se determinará también si 

la misma fue producida por circunstancias ajenas a la voluntad, si se establece la 

intención de no haber causado un resultado dañino, no se establecerá una sanción a la 

conducta cometida. Para aplicarse una sanción o pena el individuo causante de un hecho 

doloso debe haber causado el riesgo producido.  
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Relación de causalidad en los delitos  

La causalidad es la relación que existen entre un delito cometido por acción u 

omisión, es el nexo que une a la conducta con el delito que se produjo, este estudio 

produce si la conducta fue por acción u omisión.  

2.2.2 La teoría de la causalidad  

Para Edgar Flores en su apreciación sobre lo que significa la teoría de la 

causalidad define que:  

“Es importante destacar que para que la acción y el resultado puedan cooperar 

conjuntamente a la construcción del hecho típico, debe existir entre ambos una 

línea de comunicación que pruebe que el resultado típico ha sido causado 

precisamente por la actuación de la voluntad. La construcción de esta conexión, 

entre la acción y el hecho típico, corresponde a la relación causal” (Flores, 2014) 

El jurisconsulto Darío Dal afirma que:  

“Esta teoría sigue el procedimiento hipotético de eliminación de la conditio sine 

qua non, pero no acepta como causa a todas las condiciones del resultado que no 

puedan eliminarse mentalmente, sino solamente a aquellas que según la 

experiencia sean en general idóneas para producir el resultado típico. De lo que 

se deduce que son aquéllas condiciones que aumentan de manera relevante la 

posibilidad del resultado típico” (Dal, 2011, pág. 12)  

Con la aplicación de la causalidad se logra determinar cuáles son las acciones 

determinantes que conllevaron a que se produzca un resultado lesivo que atente en 

contra de la norma jurídica, es el estudio desde el nacimiento del delito hasta la 

culminación del mismo. Con la causalidad se logra establecer si el victimario cometió 

dicho acto antijurídico por acción u omisión.  
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2.2.3 Imputación subjetiva 

La imputación subjetiva es aquella apreciación mental en la cual se crean 

apreciaciones de los hechos ocurridos, es la interpretación de la conducta para que la 

misma sea encuadrada en un tipo penal. Es el análisis que hace cada individuo realiza de 

un hecho cometido y que llego a producir un daño irreparable, no se puede juzgar solo 

en presunciones, pues no sería una justicia igualitaria la evidencia debe ser factible y 

sobre todo comprometedora para que se pueda emitir una sanción.  

“La imputación subjetiva queda sujeta a un baremo que apela a la racionabilidad 

o irracionabilidad de la representación de la existencia de los presupuestos 

fácticos de la imputación penal en el hecho concreto en que haya tenido lugar. 

Así se dice que, la equivocada interpretación de los hechos por parte del sujeto, 

excluye la culpabilidad a menos que pueda afirmarse un merecimiento de pena 

por haber incurrido en el error” (Oxman, 2013) 

Lo subjetivo es lo opuesto de lo objetivo, pues lo objetivo siempre debe ser 

palpable por los sentidos del hombre, el derecho penal solo utiliza la subjetividad para 

realizar una apreciación de la conducta. “la imputación subjetiva está adquiriendo 

nuevos contornos en la teoría del delito que a alejan de la comprensión psicologicista 

aún imperante sobre todo en el delito doloso” (García P. , 2005, pág. 136). La 

imputación subjetiva se utiliza en función de formar un criterio real en base a las 

pruebas aportadas por las partes, los hechos siempre deben ser palpables reales, el 

derecho penal es muy claro mencionar que se establecerá en base a los hechos fácticos 

reales.  

2.2.4 Los delitos de tránsito en la imputación objetiva  

Los delitos de transito contienen sanciones muy fuertes, nuestra legislación 

determina las sanciones de acorde a al delito o contravención cometido.  

“El delito de tránsito de acuerdo a su dimensión y trascendencia social, es 

sancionado a pesar de ser un acto culposo, con penas privativas de la libertad; y, 

la Contravención, a lo sumo, según el contenido del Código Orgánico Integral 

Penal, es sancionada con penas privativas de la libertad, multas o sanción 

pecuniaria y rebaja de puntos en la licencia de conducción, excepcionalmente se 

priva de la libertad a quien incurre en el cometimiento  de una Contravención  
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con penas privativas de la libertad, especialmente de aquellos conductores que lo 

hacen en estado de embriaguez , y en aquellos que estipula el COIP” (Alvarado, 

2017) 

Omisión dolosa  

La omisión es aquella acción en la cual una persona con toda la voluntad deja de 

hacer algo que le corresponde hacer, el individuo no tiene la intención de evitar la 

producción del daño. A pesar de la existencia del resultado que producirá la falta de 

cuidado el individuo no impide que aquella situación suceda, produciéndose así un 

hecho irreparable.    

Según Antonio Sagli la omisión dolosa es aquella:  

“La Omisión dolosa que no se debe a simple olvido, decidida o negligencia, sino 

que es voluntaria y dirigida a la producción de un resultado perjudicial para otro, 

que cabía evitar o que se estaba obligado a impedir; en el primer caso, sin 

riesgos para uno, y en el segundo, aunque fuese peligroso” (Sagli, s.f.) 

El COIP en su artículo 28 hace mención sobre la omisión dolosa  

“La omisión dolosa describe el comportamiento de una persona que, 

deliberadamente, prefiere no evitar un resultado material típico cuando se 

encuentra en posición de garante. Se encuentra en posición de garante la persona 

que tiene una obligación legal o contractual de cuidado o custodia de la vida, 

salud, libertad e integridad personal del titular del bien jurídico y ha provocado o 

incrementado precedentemente un riesgo que resulte determinante en la 

afectación de un bien jurídico” (Código Orgánica Integral Penal , 2020) 

Comisión por omisión  

Para Cisneros afirma: 

“Los delitos de comisión por omisión los cometen las personas que por una 

situación particular tienen el deber especial de realizar una conducta 

determinada para evitar un daño previsible, por lo que son garantes de que el 

siniestro no ocurra. Si porque el garante no hace lo que debería de hacer, y se 

produce el resultado, él es responsable del delito; siempre que la no evitación del 

hecho se equipare a su causación” (Cisneros, 2020) 
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La conducta del infractor siempre se ve reflejada en la acción de no hacer nada 

por evitar el resultado dañoso, “El delito de comisión por omisión en que opera la 

injerencia se verifica no por la conducta anterior sino por la posterior omisión de la 

acción debida” (Izquierdo, 2006)  

           De lo manifestado por García afirma que   

“Considerar que es suficiente con lograr un resultado supuestamente justo, es 

decir, una sentencia conforme a la conducta realizada por el sujeto, para que se 

convalide la forma de obtenerla, equivale a recuperar la idea de que "el fin 

justifica los medios" y la licitud del resultado depura la ilicitud del 

procedimiento. Hoy día se ha invertido la fórmula: "la legitimidad de los medios 

justifica el fin alcanzado"” (García S. , 2006) 

La temeridad en los accidentes de transito   

Para Gaibor y Bonilla en su artículo científico determina que:  

“En este sentido cualquier conducta que realice el conductor sea en vías de 

primero, segundo y hasta tercer orden, es un condicionante para catalogar a la 

acción dentro del parámetro de la conducción temeraria. Lo que recae en una 

infracción de tránsito que es penalizada de acuerdo con las normas estipuladas 

dentro del órgano rector” (Gaibor y Bonilla, 2020, pág. 10) 

Por lo tanto, todo delito de transito es temerario, pues el conductor de manera delibera 

causa el daño que a la vez la ley penal lo sanciona. Esta temeridad se demuestra en los 

estudios periciales realizados por Fiscalía. Los accidentes de tránsito por lo general son 

dolosos, pues de los miles de accidentes que se suscitan alrededor del país en todos los 

conductores inobservaron lo prescrito en la ley.  

Así mismo estos autores señalan que:  

“… la gran mayoría de los accidentes de tránsito son producto de la excesiva 

velocidad, al sobrepasar los límites permitidos por la correspondiente Ley y su 

Reglamento, también debido al consumo de sustancias psicotrópicas o bebidas 

alcohólicas. Sin embargo, resulta ilógico presumir que cuando la persona 

conduce a excesiva velocidad y ocasionare la muerte de otra en un accidente de 

tránsito, haya tenido la intención de querer hacerlo, o producir tal efecto. No 

obstante, es de suma importancia esclarecer el hecho de que cuando la persona 
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no ha querido ocasionar la muerte a otro; pero producto de su imprudencia, 

negligencia o impericia la ha causado, se está ante la presencia de un homicidio 

de tipo culposo por lo que, el causante de ello merece ser condenado por aquella 

acción producida” (Gaibor y Bonilla, 2020, pág. 246) 

2.2. 5 Debido proceso  

El debido proceso es aquella observación exhaustiva que deben realizar los 

administradores de justicia en todas las causas que llegan a su conocimiento, es la 

aplicación de las garantías a la que hace referencia el debido proceso, cada garantía a las 

que hace referencia obligatoriamente deben ser aplicados por las autoridades judiciales. 

Mediante el debido proceso se limita el poder arbitrario de algunas autoridades, se evita 

sanciones inconstitucionales que afecten los derechos humanos de los individuos. 

Merck Benavides manifiesta que el debido proceso es:  

“En síntesis, se puede definir al debido proceso y al sistema procesal penal, 

como el conjunto de principios y procedimientos sucesivos ordenados, dentro de 

los cuales se investiga un delito, cuya finalidad fundamental es llegar a buscar la 

verdad de un hecho llamado delito, pero siempre respetando los derechos del 

procesado- acusado” (Benavides, 2017) 

El derecho al debido proceso asiste tanto a la víctima como al mismo acusado, y 

contiene cada uno de los parámetros que se debe aplicar en el transcurso del proceso, la 

omisión de las garantías a las que hace referencia el debido proceso acarreara nulidad a 

la sentencia “El proceso es un medio para asegurar en la mayor medida posible, la 

solución justa de una controversia, a lo cual contribuyen el conjunto de actos de 

diversas características generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso 

legal” (Benavides, 2017).  La no aplicación de las garantías de este derecho produce 

consecuencias jurídicas en contra de las partes procesales como son víctima y acusado, 

en los delitos de transito el debido proceso se aplica de una forma muy concreta, pues 

cada una de las garantías a las que hace referencia el debido proceso son aplicadas con 

el fin de determinar la verdadera conducta.  

“El debido proceso es una garantía primordial inherente a toda persona que esté 

involucrada en el proceso de juzgamiento de un hecho ilícito; el mismo que tiene 

la función de proteger y vigilar el valor de la justicia, así como el debido respeto 
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normativo, que permitan preservar los derechos humanos consagrados en la 

Constitución en tributo a la paz social, lo que requiere de adecuada 

administración de justicia y seguridad jurídica” (Gutiérrez, 2019) 

El debido proceso garantiza que los administradores de justicia tomen decisiones 

dentro del marco constitucional, en un procesado penal cada una de las garantías del 

debido proceso son aplicables, se tiene una idea poco convencional en la que se cree que 

el debido proceso solo se debe ser aplicado a las personas procesadas, el procedimiento 

es aplicable para todas las partes procesales. La finalidad de este derecho es que se 

puede sustanciar un proceso justo, no incurrirá en causas inconstitucionales que 

transgredan los derechos que protege el Estado.  

2.2.6 Garantías del debido proceso  

Definición de garantía 

Las garantías son parte de las diversas Constituciones democráticas, las cuales se 

rigen por el Estado de Derechos en la cual priorizan los derechos humanos, las garantías 

son establecidas como instrumentos de defensa a la vulneración de derechos, este 

paradigma de las garantías hace posible la convivencia social. “La garantía es un medio 

para dar mayor seguridad en los casos en los que exista un riesgo importante de que 

alguna condición no se cumpla o aparezca un problema” (Roldán, 2017). El fin de las 

garantías exigen el respeto y resguardo de los derechos de las partes que se encuentran 

en un proceso judicial.   

Las garantías constitucionales se rigen por el principio de supremacía 

constitucional, es decir que cada decisión judicial estará de acorde a los principios que 

la Norma Supra ha determinado, aun mas las garantías deben ser aplicadas con más 

rigor en materia penal debido a que está en juego el derecho a la libertad de una 

persona. Los derechos se encuentran bajo la tutela de las garantías, por lo tanto, cada 

derecho al que se hace mención será efectivizado por las autoridades judiciales en los 

procesos que se sustancian.  
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Derecho a la defensa  

En un proceso judicial es necesario que las partes involucradas cuenten con un 

defensor, quien defenderá los derechos de las partes, para esto el Estado ha creado la 

defensa gratuita a quienes que por su condición no tienen la capacidad de contratar un 

profesional del derecho privado.  

Para Alan Aladana afirma: 

“Para hacer valer la defensa, es necesario garantizar el derecho del acusado a: ser 

oído, hacer valer sus propias razones y argumentos, controvertir, contradecir, 

objetar pruebas que lo perjudiquen, solicitar la práctica de diligencia de 

investigación que traigan medios de pruebas al proceso, emplear todos los 

recursos legales necesarios que la ley considera (apelación, reposición, casación, 

revisión, queja, entre otros), estar siempre asistido de un abogado privado o 

público (calificado y especializado en la materia específica del proceso legal) en 

caso de que el acusado no cuente con los recursos necesarios para contratar estos 

servicios profesionales, y a estar informado de todo lo que ocurra en el 

procedimiento que se levantó en su contra” (Aldana, 2019) 

Para el tratadista Cesar Nakazaki en su artículo de la garantía de la defensa 

afirma: 

“La defensa es un derecho inalienable de la persona porque es una manifestación 

de su libertad; asimismo, constituye una cuestión de orden público, porque la 

sociedad tiene el interés de que solo se sancione penalmente al culpable, cuya 

responsabilidad únicamente puede determinarse a través de un proceso penal en 

el que se haya garantizado la defensa del imputado” (Nakazaki, 2006, pág. 25) 

Por principio de supremacía constitucional, todas las decisiones de los judiciales 

se las realizan de acorde a lo determinado en la Constitución, la defensa es uno de las 

garantías que establece el artículo 76 numeral 7 literal a) de la Norma Supra se ha 

determinado que: “Nadie podrá ser privado de su derecho a la defensa en ninguna etapa 

o grado del procedimiento” (Código Orgánica Integral Penal , 2020) 
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La garantía de la motivación  

La motivación a más de ser un principio rector es una de las garantías que ofrece 

el derecho al debido proceso, la motivación implica que el juzgador realizara una 

sentencia que contenga una relación lógica, compresible y sobre todo que pueda ser 

razonada por las partes. En la resolución el juzgador se ve obliga realizar una relación 

entre los hechos, pruebas y el derecho, la concordancia debe ser exacta sin dejar una 

duda u omitir un precepto legal.  

El tratadista Juan Elías describe que la motivación en derecho es:  

“es fundamental que en la motivación de las resoluciones judiciales no solo se 

describan los fundamentos de hecho o de derecho que fueron utilizados por el 

juez para resolver la controversia, sino que además es necesario encontrar 

expresamente señalado en la sentencia cuál fue el razonamiento lógico seguido 

por el Juez para emitir su fallo; así como también, conocer cómo realizó la 

valoración de los medios probatorios” (Elias, 2020) 

La motivación implica la protección a los derechos constitucionales como el 

derecho a la tutela judicial efectiva, una resolución debidamente motivada impidiendo 

que opera la indefensión. En la motivación los fundamentes de hecho y derecho tendrán 

un orden cronológico, en la decisión judicial no solo se expondrá una mera explicación 

de los hechos en derecho, la sentencia en si debe terne sentido común.  

“la motivación de las sentencias en este extremo no solo se debe limitar a un 

mero enunciado de los medios probatorios que fueron valorados y que el 

Juzgado consideró relevante para determinar qué hechos quedaron acreditados; 

sino que, además, consideramos necesario que exprese de manera clara por qué 

estos medios probatorios fueron pertinentes para considerar que una afirmación 

quedó acreditada” (Elias, 2020) 

Garantía de no autoincriminación 

La incriminación implica que una persona que se encuentra siendo acusado de 

una conducta confiese que es el autor directo del hecho acusado, aunque no exista la 

veracidad de que ese hecho fue cometido por el acusado. La legislación para resguardar 

los derechos humanos ha determinado que se plasme en el ordenamiento jurídico el 
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principio de autoincriminación, el cual de manera categóricamente prohíbe que una 

persona declara contra sí mismo y vulnere su estatus de inocencia.   

El jurista Arturo Zaldívar afirma  

“El derecho a la no autoincriminación es un derecho específico de la garantía 

genérica de defensa que supone la libertad del inculpado para declarar o no, sin 

que de su pasividad oral o escrita se infiera su culpabilidad, es decir, sin que su 

derecho a guardar silencio sea utilizado como un indicio de responsabilidad en 

los hechos ilícitos que le son imputados. Con todo, el derecho a la no 

autoincriminación no sólo comporta el derecho a guardar silencio, sino también 

una prohibición dirigida a las autoridades de obtener a través de coacción o 

engaño evidencia autoincriminatoria producida por el propio inculpado” 

(Zaldívar, 2013, pág. 3) 

La autoincriminación es otra de las garantías del derecho a la defensa, el acusado 

de un delito tiene el derecho a guardar silencio y no emitir criterios que vulneren sus 

derechos constitucionales. Para garantizar este derecho es preciso que el acusado desde 

el momento de a aprehensión tenga el acceso a un profesional del derecho sea público o 

particular, su defensa garantiza que este principio a la no autoincriminación sea 

respetado por las autoridades judiciales.  

La prueba  

La prueba es la base y pilar fundamental de una resolución judicial, cada medio 

de prueba que se presenta deberá ser consiste con los hechos que las partes alegan, 

además de verificase su legalidad y pertinencia. El ordenamiento jurídico determina que 

se puede presentar todos los medios de pruebas de los cuales las partes se encuentren 

asistidos, pero estas pruebas deben pasar por el control de legalidad caso contrario no 

tendrían validez probatoria, pues en este aspecto la Constitución de la República en ha 

dispuesto como una de las reglas del debido proceso que las pruebas obtenidas sin 

respeto a la Constitución y la ley no serán aceptadas en el proceso.  

El tratadista José Barrientos define que:  

“La valoración de prueba tiende a determinar cuál es su real utilidad a los fines 

de la reconstrucción del acontecimiento histórico cuya afirmación dio origen al 

proceso. Si bien es una tarea principalmente a cargo de los órganos 
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jurisdiccionales (y que se exterioriza en la motivación de las distintas 

resoluciones dictadas durante el proceso), también corresponde a las partes 

civiles, al querellante, al Ministerio Público y al defensor del imputado” 

(Barrientos, 2017 ) 

El control de legalidad a los medios de prueba lo tiene el juzgador debido a que 

es el director del proceso y el garantista de hacer respetar los derechos fundamentales, 

cada medio de prueba deberá ser calificado en concordancia con la Constitución y la 

ley. Una prueba legalmente introducida al proceso penal alcanzara su objetivo que es 

dotar al juzgador del convencimiento de la verdad. El COIP en su art. 457 “La 

valoración de la prueba se hará teniendo en cuenta su legalidad, autenticidad, 

sometimiento a cadena de custodia y grado actual de aceptación científica y técnica de 

los principios en que se fundamenten los informes periciales” (Código Orgánica Integral 

Penal, 2020). Esta valoración la debe hacer siempre el juzgador.  

La tutela judicial efectiva  

Tutela judicial efectiva, es el derecho que asiste a todas personas que se 

encuentra en un proceso judicial, es la tutela efectiva a los derechos humanos 

consagrados en la misma Constitución de la Republica. Por medio de la tutela judicial 

efectiva se garantiza un proceso expedito en el cual se obliga a las autoridades judiciales 

a observar cada una de las garantías del debido proceso, además se prohíbe que los caso 

quede en indefensión, es decir que todas las partes involucradas en el proceso tendrán 

acceso a una defensa justa.  

La Constitución de la República del Ecuador ha determinado que el derecho a la 

tutela judicial efectiva es un derecho de protección en el art. 75 se plasmado que: 

“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 

imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El 

incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley.” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
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2.3 Preguntas de la investigación  

¿Qué es la imputación objetiva? 

La imputación objetiva, tiene la tarea de determinar lo supuestos de la acción 

típica, en si la imputación objetiva delimita la responsabilidad penal por un resultado 

cometido en el tipo penal. En términos generales es la atribución de una acción a un 

resultado.   

¿Qué es el deber objetivo de cuidado? 

Es el actuar con diligencia ante las situaciones que pueden ocasionar un riesgo, 

es la prudencia con la cual debe actuar una persona quien se encuentra como garante de 

los derechos de otro individuo. Es un conjunto de directrices que deben ser observadas 

por una persona en específico para resguardar los derechos, en términos más concretos 

el deber objetivo de cuidado se refiere a la protección que debe brindar la persona a 

quien se le ha encargado los derechos de otra persona.  

 ¿A que consideramos un delito de transito? 

Acciones que se cometen por medio de un automotor, estas acciones pueden ser 

dolosas y culposas, las dolosas conllevan una planeación previa al resultado que se va 

efectuar, es decir existe una idealización que permite cometer el ilícito, los accidentes 

de tránsito culposas son aquellas circunstanciarías en las cuales individuo actúa sin 

dolo, sin la intención de causa daño alguno.  

¿En la causa de análisis se aplicaron las reglas del debido proceso? 

El juzgador que conoció la causa omitió las garantías del debido proceso en 

favor de la victima de este delito cometido, la sentencia emitida por el juzgador no fue 

motivada a pesar de ser un requisito esencial que debe tener implícito toda sentencia.  

¿Cuáles son los derechos de las víctimas en los delitos de transito? 

La victima tiene derecho a la reparación integral, esta reparación se refiere a que 

por los daños sufridos el victimario debe repárala económicamente y moralmente, entre 

los derechos más primordiales la victima tiene derecho a un debido proceso y a la tutela 

judicial efectiva.  Los organismos públicos tienen el deber de precautelar los derechos 

que asisten a las victimas dentro de un proceso judicial.  
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CAPITULO III 

DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO 

3.1 Redacción del cuerpo de estudio de caso. 

Para la complementación del caso estudiado en el delito de tránsito con muerte 

culposa, se ha recurrido a todos los materiales didácticos que han permitido 

fundamentar el tema de estudio.  

A lo largo del trabajo investigativo se determina lo que implica la imputación 

objetiva desde la doctrina y la norma, siempre tomando como referencia el caso 

suscitado lo cual permite establecer si en el caso analizado se aplicó la imputación 

objetiva por el delito de transito con muerte. 

La totalidad del proceso correctamente foliado y cronológicamente organizado 

permite identificar cómo se inicia y termina el procedimiento en los delitos de tránsito y 

como se da el manejo del sistema penal, el cumplimiento de los objetivos planteados 

alrededor de la investigación permite determinar el no uso de la imputación objetiva al 

momento de dictar sentencia ya que las circunstancias en las cuales se produjo el 

accidente de tránsito en el sector Quince de Tiquibuzo en la vía Chillanes Santa Rosa, y 

el vehículo que produjo el accidente fue el vehículo de propiedad del Centro de Salud, 

es decir que quien conducía el vehículo era un funcionario del Centro de Salud quien 

después de haber llevado a la persona lesionada al Hospital de Chillanes decide 

abandonar el vehículo en los patios del Centro de Salud, pero de manera inmediata se 

identificó al culpable. 
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1.3 Metodología 

Método Analítico: Este método permite analizar de mejor manera explorando la 

bibliografía de diferentes tratadistas del derecho, mediante este método se puede 

analizar minuciosamente el caso de análisis.  

Método Descriptivo: Mediante este método se logra describir las circunstancias 

del fenómeno de estudio y así lograr establecer cuál es la realidad de los hechos 

investigados. Este método orienta al investigador a dar respuesta a las múltiples 

interrogantes.  

Método histórico lógico: El método histórico lógico se complementa y vincula 

mutuamente para proporcionar información real. El objetivo del mismo es descubrir la 

normativa vulnerada en el caso de análisis, pues el método lógico se basará en los datos 

que proporciona el método histórico. De igual modo lo histórico no debe limitarse sólo 

a la simple descripción de los hechos, sino también debe descubrir mediante la 

recopilación de información los hechos pasados y determinar cuál es la verdadera 

esencia de la imputación objetiva en los delitos de tránsito. 

Método científico – jurídico: Es la habilidad con la que el investigador se 

proyecta describir las propiedades del objeto de estudio, es un proceso de razonamiento 

que intenta no solo detallar las propiedades del objeto de estudio sino, también,  mostrar 

la vulneración de la normativa jurídica vigente, este método de carácter científico fue 

aprovechado para la realización de la observación sistemática, medición y 

experimentación, formulación, análisis y modificación de la idea a defender en el 

presente tema.  
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

4.1 RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN  

La imputación objetiva según el tratadista Castro no es más que la atribución de 

una acción a un resultado, es decir que la comisión de un delito tiene como resultado el 

establecimiento de una sanción, en este caso analizado se aplica la imputación objetiva, 

determinando la pena aplicable dentro del delito de tránsito por muerte culposa y en la 

sentencia condenatoria emitida por el juzgador se dicta pena privativa de libertad de 3 

años y cinco meses.  

La muerte que fue causada por parte del funcionario del Ministerio de Salud del 

Cantón Chillanes quien era el chofer de la institución, fue una muerte culposa debido a 

que él se encontraba en posición de garante es decir que infringe el deber objetivo de 

cuidado ya que el responsable debía conducir el vehículo con la debida cautela para 

evitar que se produzca un accidente de tránsito.  

La justicia, aún no se concibe en su totalidad dentro de nuestro Estado de 

derechos debido a que las autoridades y funcionarios judiciales no aplican, los 

principios, garantías ni derechos que les corresponden a las partes procesales dentro del 

procedimiento penal. 

En este caso se emitió una sentencia en la cual se valoraron todos los elementos 

probatorios que presento el agente fiscal, cada medio de prueba fue sometido a un 

análisis y de ahí se logró establecer una sanción proporcional. Por lo que en este caso se 

emite una sentencia debidamente motivada, pues en la misma el juzgador relaciono 

todos los hechos facticos con la norma penal vigente.  
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4.2 IMPACTO DE LOS RESULTADOS  

La elaboración del trabajo investigativo ha aportado de forma fundamental en el 

aprendizaje en la rama penal, se evidencia que los derechos de las víctimas dentro de los 

procesos penales son resguardados aplicándose cada uno de los derechos que les asisten. 

En los delitos de transito se aplica cada uno de las gratinas del debido proceso, el debido 

proceso es la base de toda resolución judicial.  

 Todos los administradores de justicia tienen el deber de estar altamente 

capacitados con el objetivo de que se emitan sentencias justas, la preparación de los 

juzgadores se verá reflejada en las sentencias, pues en las sentencias deberá constar la 

aplicación de las garantías del debido proceso. Si bien es una exigencia que en las 

sentencias se aplique las normas del derecho, también hay que enfatizar que es preciso 

que las causas judiciales sean solucionadas en base a la doctrina y diversas cuestiones 

dogmáticas que logran proporcionar una mejor resolución.  

El sistema judicial todavía presenta falencias tanto en su gestión administrativa 

como al momento de administrar justicia en los procesos judiciales, y con la realización 

del estudio de caso se demuestra que existen inconsistencias en el ámbito judicial, pero 

en muchas de las ocasiones es muy tarde y poco se puede actuar para poder corregir los 

errores judiciales. Quienes conforman la administración de justicia deben velar por el 

cumplimiento de las leyes y proteger a todas las personas y tutelarlas en defensa de sus 

derechos. 
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CONCLUSIONES 

El estudio de caso por el delito de tránsito con muerte culposa, ha cumplido con 

el objetivo general ya que se realizó el mismo, aplicando una investigación jurídico 

doctrinal permitiendo establecer que a través de la mayoría de los tratadistas coinciden 

que la teoría de la imputación objetiva es concretamente el atribuir el sometimiento de un 

delito a una persona empleando la objetividad, analizando los hechos que demuestren su 

culpabilidad. 

La naturaleza de la imputación objetiva en los delitos de tránsito ha permitido dar 

una explicación idónea enfocada en quien produjo el ilícito contrario a la norma jurídica, 

y permite comprender las circunstancias en las que ocurrió un determinado delito cuando 

existe de por medio un accidente de tránsito en el que se ocasiona la muerte. En el análisis 

del caso, la aplicación de la imputación objetiva no fue considerada por el juzgador para 

emitir una resolución debidamente apegada a derecho ya que la pena con la que se 

sancionó al procesado por el delito de muerte culposa es menor a la que debía imponer 

debido a que existían  agravantes que necesariamente debían aplicarse y así sancionar al 

infractor con una pena privativa de libertad mayor a la que fue sancionado, pues no se 

tomó en consideración que conducía el vehículo en exceso de velocidad, además 

abandonó a la víctima y el automotor con el que causó el accidente en los patios de la 

institución de salud.  

La aplicación del derecho al debido proceso en todos los delitos efectiviza una 

justicia plena, aún más en los delitos de tránsito, pues evita que exista una vulneración de 

derechos ya sea de la víctima o el procesado dentro de las causas penales, siendo la no 

aplicación de las garantías básicas a las que hace referencia el debido proceso, esto hace 

que algunas decisiones judiciales sean arbitrarias y poco eficientes, como es el caso  

estudiado en el cual el juzgador no realiza una debida motivación entre los hechos 

producidos y las circunstancias en las que se produjo el delito. 
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